
En la ciudad de La Plata a los tres días del mes de mayo del año dos mil siete, siendo las ........ horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo, Benjamín Ramón Sal Llargués y Carlos Angel Natiello, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 26.541 de este Tribunal, caratulada: "M., J. s/Habeas Corpus". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: NATIELLO - SAL LLARGUES - PIOMBO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes

A N T E C E D E N T E S


I. Juan José Mahiques, Defensor Oficial de Mercedes, interpone acción directa de Hábeas Corpus en favor de J. M. denunciando la vulneración de la doctrina de este Tribunal de Casación Penal.


Afirma que le fue rechazado a su pupilo el pedido libertario por agotamiento de pena; que fue condenado a la pena de nueve años de reclusión, como autor responsable de robo calificado por el uso de armas, tenencia ilegal de arma de guerra, resistencia a la autoridad y abuso de arma; que la sentencia adquirió firmeza el 6 de diciembre de 2005; y que se encuentra detenido desde el 14 de junio de 2000.


Arguye que para determinar el agotamiento de la pena de M. es necesario dilucidar si la inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal alcanza no sólo al diferente régimen de cómputo de la prisión preventiva, sino también a si las penas de prisión y reclusión deben equipararse plenamente y aplicarse en consecuencia el cómputo privilegiado establecido en la ley 24390.


Cita en su favor los fallo "Sampietro, Fabián s/ recurso de casación", y "Méndez, Nancy" de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


Solicita finalmente que se haga lugar al presente habeas corpus.


II. Habiéndose notificado el Fiscal ante este Tribunal (fs.19), y la Defensora Oficial, Dra. Susana Edith De Seta (fs. 24/26), esta última manifestó que si se ha declarado la inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal, resulta contradictorio no aplicarle los beneficios de la ley 24.390, pues si un día de prisión preventiva debe valer como un día de reclusión, tal como lo afirma el Tribunal en la resolución recurrida, el cómputo privilegiado debe tenerse en cuenta.


Dice que el motivo de la sanción de la ley 24.390 fue compensar mínimamente el plazo irrazonable de los procesos en aquellos casos en que el imputado se encuentra privado de su libertad, siendo además reglamentaria de la Convención Americana de Derechos Humanos (artículos 7.5 y 8.1).


En razón de ello -sostiene- una vez declarada la inconstitucionalidad del artículo 24 del Código de Fondo, la pena impuesta debe ser computada conforme a las pautas establecidas en los artículos 1, 7 y 8 de la ley 24.390.


Hace reserva del caso federal (artículo 14 de la ley 48).-


III.- Encontrándose la causa en estado de dictar resolución, la Sala I del Tribunal dispuso plantear y resolver las siguientes 

C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Resulta admisible y en su caso procedente la presente acción de Hábeas Corpus?


2da.) ¿Qué resolutorio corresponde dictar?


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


El remedio escogido no es adecuado, oportuno ni pertinente para acoger el pedimento traído, pues la intentada no es la vía que resulta procedente ante este Tribunal de Casación, y ello en razón de que la única vía recursiva que contempla la ley ante esta instancia extraordinaria es la prevista en los arts. 448, ss. y 467 del C.P.P., es decir, el recurso de Casación y la acción de Revisión respectivamente. 


Para los supuestos de Hábeas Corpus el ordenamiento procesal solo prevé -art. 417-, que las resoluciones que denieguen dicha acción constituirán sentencias definitivas a los efectos de la interposición del recurso ante el Tribunal de Casación, y no la acción directamente intentada ante sus estrados.


Por lo demás, el accionante no alega ni se advierte de lo actuado el agravamiento de las condiciones de su detención y la ilegalidad de la misma, así como tampoco un cambio de la realidad fáctica que convierta a su detención en arbitraria e ilegítima.


Por todo ello, la presentación efectuada no puede prosperar (arts. 43 Constitución Nacional; 20 inc. 1 de la Constitución Provincial; 21, 23, 405, 417, 450, 452, 454, 455, 530 y 531 del C.P.P.).


Voto en consecuencia por la negativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


No puedo acompañar al colega preopinante.


Es doctrina inveterada que no corresponde acoger peticiones de Hábeas Corpus interpuestas en forma originaria ante esta sede, toda vez que el Código de Procedimientos le tiene reservada a esta instancia la función revisora (art. 417 del C.P.P.). Sin embargo, es también doctrina añosa que excepcionalmente corresponde entrar a conocer en la materia traída en dos supuestos: 1) cuando se verifica la existencia de una causal de gravedad institucional y 2) cuando se comprueba que los mecanismos procesales ordinarios no han podido reestablecer el imperio de la legalidad o no es previsible que lo hagan en el futuro. Asimismo, se ha abierto -también excepcionalmente- Hábeas Corpus originarios cuando existe un viso de compromiso de las garantías constitucionales y convencionales.


Ahora bien, de la lectura de la "sub lite" se extraen elementos que obligan a este Tribunal al tratamiento de los agravios del peticionante, toda vez que: 1) se encuentra comprometida la libertad de un ciudadano, la cual constituye el bien más preciado después de la vida, y que por sus características es un bien que aún cuando resulte indemnizable, nunca es recuperable y 2) si bien el peticionante tenía habilitada -según la doctrina mayoritaria de esta Sala I- la vía del recurso propio, es cierto que dadas las características del caso, se imponía una acción expedita como es el Hábeas Corpus para no dilatar aún más los plazos del proceso.


Finalmente, la fuerte impronta de los pronunciamientos debidos a la Corte Interamericana de Derecho Humanos y al Superior Tribunal de la Nación ("Herrera Ulloa" y "Casal" respectivamente) en el sentido que el derecho de recurso sea una garantía efectiva y no sólo tributaria de un nominalismo constitucional, imponen la apertura de esta excepcional vía.


Por los fundamentos expuestos, voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al voto del doctor Sal Llargués en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Tal como lo manifestara en la primer cuestión, careciendo de competencia este Tribunal para pronunciarse en acciones de habeas corpus presentadas originalmente ante esta sede, entiendo que no corresponde expedirse sobre el tema y a esta cuestión, voto por la negativa.


Es mi voto.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


1. Cabe mencionar que tiene dicho esta Sala I por unanimidad, siguiendo el voto del doctor Natiello (causa N° 19.858 "Corvalán Tripoloni" 20/10/2005) que: 

"...no debe olvidarse que la prisión preventiva es una medida cautelar que, como tal, se aplica a una persona que goza aún del estado de inocencia...(que) ostenta el derecho constitucional a recurrir la sentencia que lo condena ante un Tribunal Superior. En este marco, computar en forma más gravosa la prisión preventiva que la pena, resulta violatorio de la Constitución... afecta la ya mencionada garantía de doble instancia...Esta forma de computar tiene un conocido origen histórico... A su vez, asiste razón al recurrente en cuanto a que la ley 24.660 ha eliminado la diferencia otrora existente entre la ejecución de las penas de prisión y reclusión... el Poder Legislativo podría hacer resurgir alguna diferencia en la ejecución de las penas antes referidas -vgr. en los establecimientos en que deban cumplirse- y no obstante ello, el cómputo previsto en el art. 24 del C.P. seguiría siendo inconstitucional. Esto porque, como dijera, no puede computarse una medida cautelar más gravosamente que la pena, no puede admitirse que ejercer el derecho constitucional a recurrir sea -a la vez- un perjuicio, no puede cargarse sobre el imputado el atraso judicial. No puede hacerse nada de esto, sin que se viole la Constitución en sus garantías basales.

La ley 24.390 reparó en cierta forma esta injusta forma de computar prevista en el art. 24 del código sustantivo...
el cómputo de la prisión preventiva en caso de que se haya impuesto este tipo de pena, previsto en el art. 24 del C.P., es inconstitucional. Esto por violación de los arts. 18 y 28 de la C.N.; 14 incs. 2 y 5 del P.I.D.C.y P. y 8 inc. 2 primer párr. y ap. h) de la C.A.D.H.".


También tiene dicho esta Sala, esta vez por mayoría, en causa N° 20.773 "Sampietro" que :

"...si bien nuestra Sala sólo ha declarado la inconstitucionalidad del cómputo duplicado que estatuye el art. 24 del C.P. no se han extraído todas las consecuencias del precedente "Corvalán Tripolone", y es que al no actuar dicha norma específica, automáticamente pasan a actuar en plenitud otras preceptivas beneficiantes de un cómputo común, entre ellas la instituida por la ley 24.390... con fundamento en el estado de inocencia del que goza todo ciudadano (arts. 1, 144 y cc. C.P.P.; art. 18 C.N.; art. 7°, incs. 1° y 2°, Conv.Am.Der.Hum.; art. 9°, inc. 1°, Pacto Int. Der. Civ. y Pol.), como también en la necesidad, nacida de la justicia y de la penología, de evitar que un procesado agote parte o toda la sanción impuesta, previo al dictado de una sentencia firme, a través de una detención (punitiva) anticipada... Y es que más allá de la forma de computar las penas de prisión y reclusión, la citada ley 24.390 se instituye como reglamentaria del art. 7.5. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, estableciendo claramente su art. 1 que la prisión preventiva no podrá ser superior a dos años (ambos artículos subsisten en la modificatoria operada por la ley 25.430). El objeto y fin de la norma internacional ut supra referenciada (conf. Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) es la protección de los derechos y garantías de los justiciables, y establece sólo dos alternativas disyuntivas para el juzgador: la persona debe ser juzgada en plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de la prosecución del proceso hasta el dictado de una sentencia condenatoria o absolutoria firme, con lo cual se agota la jurisdicción."


Ambos precedentes, de idéntico objeto en lo esencial, señalan el camino a seguir para la solución del sub judice y lo hacen en el mismo sentido que la Suprema Corte Provincial en causa P- 68706 "N.,E. s/ Incidente de cómputo de pena" de 4/10/2006. 


Resuelta la inconstitucionalidad del cómputo de la prisión preventiva de la pena de reclusión del art. 24, resulta a todas luces acertada la aplicación del cómputo privilegiado de la ley 24.390 en su art. 7 a los condenados a reclusión, siguiendo las pautas establecidas en el plenario causa Nro. 8746 y 8814 "Dr. Mario Luis Coriolano Defensor ante el Tribunal de Casación Solicita acuerdo plenario". 


2. Comparto el criterio del superior Nacional en el precedente "Méndez", y así se decidió por mayoría de la Sala, en recurso N° 17.160. Y es que,  como infra expongo pese a la ausencia de controversia de parte -conforme art. 57 de la Constitución Provincial-, ha desaparecido la diferencia conceptual de la reclusión con la prisión, que se hallaba en la ejecución: este tipo de pena era más gravosa, al punto que incluso se excluía de ella a los hombres débiles y mayores de sesenta años. El carácter infamante de la pena de reclusión era manifiesto en la posibilidad de trabajos públicos.


El Dr. Zaffaroni subraya: "La reclusión cargaba con el resabio de la pena infame prohibida en la Constitución  (art. 75 inc. 22 art. XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre)" (Zaffaroni-Slokar-Alagia, "Derecho Penal. Parte General", Ed. Ediar, Buenos Aires Argentina, 2000, p gs. 895 y ss..)


Desde que la pena de reclusión no puede considerarse vigente por ser inconstitucional, resulta lógico que los efectos negativos vinculados a la misma, tampoco puedan entenderse vigentes, como es el caso del cómputo de la prisión preventiva del art. 24 del CP (criterio del superior Nacional en el precedente "Méndez"). 


Resulta cardinal subrayar que la equiparación entre la prisión y la reclusión, en cuanto a la ejecución de las mismas -ley 24660- dejó sin efecto y derogó la pena de reclusión del art. 5 y por lo tanto todas sus consecuencias más graves. Es decir, tanto la prisión como la reclusión se ejecutan del mismo modo, en las mismas unidades penitenciarias y con los mismos regímenes progresivos.


Ello, por la inexistencia de diferencias ontológicas entre la prisión y la reclusión en la ejecución de las mismas -como ya se refiriera en el voto ut supra citado-, por lo que un día de prisión preventiva, pasados los dos años, debe computarse doble, ya sea la condena no firme de prisión o de reclusión, a fin de no vulnerarse garantías constitucionales.


Es decir, si se ha establecido que a un condenado a reclusión deben computársele en los dos primeros años de encierro, un día de prisión preventiva como un día reclusión, al superarse los dos años debe aplicarse el cómputo privilegiado de la ley mencionada, puesto que el fin de esta ley fue la "compensación" frente al atraso irracional de los procesos judiciales a las personas privadas de su libertad sin sentencia firme.


Si no se aplicara este cómputo favorecido, se estaría tratando a la reclusión como si fuera una pena más gravosa que la pena de prisión, y por lo tanto, recaería el atraso judicial solamente sobre las espaldas de los condenados a reclusión, violando los principios de igualdad, de inocencia y -de algún modo vedado- legitimando ese atraso para esos condenados .


3.-
De acuerdo a los fundamentos dados, y como surge de las constancias del presente legajo, el imputado M. fue detenido el día 14 de junio de 2000 y pesa sobre él sentencia de 9 años de reclusión -hoy firme-. Llevó detenido 2 años hasta el 14/06/02 -debiéndose calcular un día de prisión preventiva, un día de reclusión-. Luego, desde dicha fecha hasta el 6 de diciembre de 2005 -fecha que adquirió firmeza su condena-, deben computarse en abono de su condena 6 años, 11 meses y 14 días. Por último, y  desde esa fecha hasta el presente, se ha sumado más de 1 año y 4 meses, por lo que resulta un total que excede los 10 años y largamente los 9 años de condena impuesta.


A fin de no promover inútiles demoras a la libertad del imputado,  corresponde ordenar la libertad de J. M., medida que hará efectiva el "a quo" de no existir impedimento legal alguno y con las formalidades prescriptas.


Con el alcance señalado, voto por la afirmativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al doctor Sal Llargués, sentando mi discrepancia en punto al tema de que la pena de reclusión, en su mismidad, no es inconstitucionalidad y que subsiste de ello, no obstante el cambio penalógico impreso al ordenamiento patrio por la ley 24.660, consecuencias en orden a la obtención de ciertos beneficios. De toda forma, subrayo que el cómputo debe tener en cuenta lo dicho en el precedente Sampietro (causa N° 23.868).


Voto por la afirmativa.


A la tercer cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Visto el modo en que han quedado resueltas las cuestiones precedentes y dejando a salvo mi opinión contraria en las mismas, estimo corresponde: 1) por mayoría, declarar admisible la presente acción de habeas corpus interpuesta por el señor Defensor Oficial del Departamento Judicial de Mercedes, doctor Juan José Mahiques;  2) por mayoría hacer lugar al planteo introducido, declarando que se ha agotado el tiempo de pena impuesta al imputado J. M., y consecuentemente disponer la inmediata libertad del antes mencionado, la cual hará efectivo el "a quo" de no existir impedimento legal para la misma (arts. 405 y 463 del C.P.P.) y 3) por mayoría, declarar la inconstitucionalidad del art. 24 del Código Penal en lo que refiere al cómputo de la prisión preventiva en los casos de penas de reclusión, todo ello sin costas, por existir razón plausible para litigar (arts. 530, 531 y cctes. del C.P.P.).


Así lo voto.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del doctor Natiello en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.

A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al voto de los colegas preopinantes en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:


I. Por mayoría, declarar admisible la presente acción de habeas corpus interpuesta por el señor Defensor Oficial del Departamento Judicial de Mercedes, doctor Juan José Mahiques.

II. Por mayoría, hacer lugar al planteo introducido, declarando que se ha agotado el tiempo de pena impuesta al imputado J. M., y consecuentemente disponer la inmediata libertad del antes mencionado, la cual hará efectivo el "a quo" de no existir impedimento legal para la misma.

Arts. 405 y 463 del C.P.P..

III. Por mayoría, declarar la inconstitucionalidad del art. 24 del Código Penal en lo que refiere al cómputo de la prisión preventiva en los casos de penas de reclusión, todo ello sin costas, por existir razón plausible para litigar.

Arts. 5, 24, del C.P.; 530, 531 y cctes. del C.P.P..


IV.- Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Unica General de Entradas, conforme al Acuerdo Extraordinario del pleno suscripto con fecha 28/12/04, para su notificación con copia certificada de lo aquí resuelto al Tribunal en lo Criminal N° 2 de Mercedes. Oportunamente archívese.


Arts. 33 y 36 del Reglamento Interno del Tribunal de Casación. 

HORACIO DANIEL PIOMBO-BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES-CARLOS ANGEL NATIELLO. 

